El derecho de libertad religiosa en la jurisprudencia del tribunal constitucional español by Martín-Sánchez, I. (Isidoro)
EL DERECHO DE LIBERTAD RELIGIOSA 
EN LA JURISPRUDENCIA DEL 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPANOL 
ISIDORO MARTÍN SÁNCHEZ 
SUMARIO ______ _ 
l· INTRODUCCIÓN. II· EL SIGNIFICADO Y LA NATURALEZA JURí-
DICA DEL DERECHO DE LIBERTAD RELIGIOSA. 1 • La delimitación del 
significado del derecho de libertad religiosa 2 • La relación entre la libertad 
religiosa 'J las restantes libertades garantizadas en el artículo 16 de la Consti-
tución. a. La libertad ideológica. b· La libertad de conciencia. 
3 • Naturaleza jurídica y características del derecho de libertad religiosa. 
IIl· EL CONTENIDO DEL DERECHO DE LIBERTAD RELIGIOSA. 
1 • Introducción. 2. El contenido legal del derecho de libertad religiosa. 
a • La profesión y manifestación de las creencias religiosas. b· La liber-
tad de culto. b.l. La práctica de los actos de culto. b.2· El derecho 
a conmemorar las festividades religiosas. b.3· La asistencia religiosa. 
e • La enseñanza religiosa. d. La dimensión comunitaria del derecho 
de libertad religiosa. IV. Los LÍMITES DEL DERECHO DE LIBERTAD 
RELIGIOSA. 1 • Introducción. 2 • El significado del orden público como lími-
te de las libertades garantizadas en el artículo 16 de la Constitución. 
1. INTRODUCCIÓN 
El título que encabeza estas lineas indica, con suficiente dari, 
dad, "el objeto del p~esente trabajo. Parece ocioso; por tanto, el in' 
tento de ofrecer una explicación sobre su contenido y finalidad. 
Sin embargo, dado que frecuentemente el contenido de un 
trabajo científico no coincide exactamente con el título del mis, 
mo, y teniendo además en cuenta que la doctrina española ya ha 
abordado el examen del presente tema desde la misma perspecti, 
va y con carácter global l creemos conveniente hacer algunas ob, 
1. Cfr. A. ÁLVAREZ CORTINA, El derecho eclesidstico español en la jurisprudencia postcons-
titucional (1978-1990), (Madrid, 1991). 
IUS CANONICUM, XXXIII, N.6S, 1993, págs. 61-96 
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servaciones para delimitar el objeto de este estudio y justificar su 
metodología. . 
En primer lugar, entendemos que el tema objeto de nuestro 
estudio no puede abordarse ni mediante el examen de toda la juris~ 
prudencia constitucional sobre la libertad religiosa, ni tampoco limi~ 
tándonos a estudiar únicamente la jurisprudencia constitucional re~ 
ferente a esta libertad. 
En efecto, la libertad religiosa es un derecho genérico que, co~ 
mo ha sido puesto de manifiesto 2, tutela las diferentes formas de 
expresar la religiosidad y que incide en múltiples sectores del orde~ 
namiento jurídico, tales como el matrimonio, la enseñanza, etc., mu~ 
chos de los cuales han sido contemplados por la jurisprudencia cons~ 
titucional. En un trabajo como el presente, resulta obvio que su 
contenido debe limitarse, no ya por fidelidad a su título, sino por 
imperativas razones de espacio, al examen de la jurisprudencia cons~ 
titucional referente a los aspectos básicos de la libertad religiosa. Es 
decir, al estudio de la jurisprudencia sobre el concepto, contenido 
y límites de esta libertad. 
Por otra parte, un adecuado estudio de la libertad religiosa 
exige que no podamos circunscribirnos a examinar sólo la jurispru~ 
dencia constitucional atinente a dicha libertad. Entre otras razones 
podemos aducir que, puesto que la Constitución regula en un mis~ 
mo artículo distintas libertades, es preciso examinar la jurispruden~ 
cia constitucional referente a las mismas para comprender debida~ 
mente sus semejanzas y diferencias. 
En seg.undo lugar, creemos que no podemos limitarnos a exa~ 
minar solamente la jurisprudencia constitucional, sino que también 
debemos tener en cuenta la jurisprudencia de los tribunales ordina~ 
rios. 
El estudio exclusivo de la jurisprudencia constitucional, no re~ 
sulta, en ocasiones, suficiente para lograr una adecuada comprensión 
de la libertad religiosa. Es preciso, por tanto, recurrir al examen de 
la jurisprudencia ordinaria para complementar la constitucional, y 
lograr así una visión más completa de la libertad religiosa. 
2. L. PRIETO SANCHtS, El derecho fundamental de libertad religiosa, en I. C. IBAN, L. 
PRIETO SANCHtS, A. MOTILLA, Curso de Derecho Eclesiástico, (Madrid, 1991), p. 317. 
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En tercer lugar, opinamos que un correcto estudio de la liber~ 
tad religiosa exige tener en cuenta no sólo la jurisprudencia consti~ 
tucional y ordinaria española, sino también los documentos interna~ 
cionales sobre derechos humanos y las decisiones y sentencias de la 
Comisión y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, respecti~ 
vamente 3. Y ello, por varias razones. 
La primera, porque, como ha puesto de relieve Lombardía, pa~ 
ra lograr un adecuado desarrollo científico en el estudio de los dere~ 
chos fundamentales, y, en particular, en el de libertad religiosa, es 
necesario no insistir excesivamente sobre la consideración constitu~ 
cional y la soberanía del Estado, y prestar mayor atención a su tute~ 
la en las declaraciones internacionales para la protección de los dere~ 
chos humanos 4. 
La segunda, porque una plena protección de los derechos hu~ 
manos sólo podrá conseguirse «cuando el problema de la libertad del 
individuo, en la complejidad de sus acepciones, se traslade de la ór~ 
bita estatal a la internacional» 5. 
Finalmente, porque la Constitución española concede especial 
relevancia a las declaraciones y convenios internacionales sobre de~ 
rechos humanos 6. 
Como última observación de esta ya larga introducción, desea~ 
mos poner de manifiesto que nuestra atención no puede centrarse 
exclusivamente en el estudio de la jurisprudencia española e interna~ 
cional, sino que debe también versar sobre el examen de las opinio~ 
nes doctrinales. Opiniones, que son absolutamente necesarias para 
la adecuada comprensión de toda la problemática, que encierra un 
derecho tan complejo como es el de libertad religiosa. 
Por todo ello, y partiendo de estas premisas metodológicas, 
creemos que un criterio sistemático adecuado es el de examinar, en 
3. Cfr. sobre este punto, ]. MARTINEZ-ToRRÓN, El derecho de la libertad religiosa en la 
jurisprudencia en tomo al Convenio europeo de Derechos Humanos, en .Anuario de Derecho 
Eclesiástico del Estado», II (1986), p. 403 y s. 
4. P. LOMBARDfA, Il rapporto tra diritto canonico e diritto ecclesiastico, en AA. VV., .Sto-
ría e dogmatica nella scienza del diritto ecclesiastico., (Milano, 1982), p. 77. 
S. R. MÓNACO, Tutela dei diritti dell'uomo e liberta religiosa nelle organizzationi inter-
gOllemative, en AA. VV., .1 dirítti fondamentali della persona umana e la liberta religiosa. 
Atti del V colloquio giurídico (8-10 marzo 1984)., a cura di F. Biffi (Roma, 1985), p. 673. 
6. Artículo ID, 2 de la Constitución. 
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primer lugar, el concepto y la naturaleza jurídica de la libertad reli, 
giosa, así como su relación con otras libertades afines. 
En segundo lugar, será preciso abordar el contenido del dere, 
cho de libertad religiosa. 
Por último, estudiaremos los límites de este derecho fundamen' 
tal. De esta forma, creemos haber cumplido el objeto de este trabajo, 
sin haber traicionado excesivamente la fidelidad al título del mismo. 
Il. EL SIGNIFICADO Y LA NATURALEZA JURÍDICA DEL DERECHO 
DE LIBERTAD RELIGIOSA 
1. La delimitación del significado del derecho de libertad religiosa 
El artículo 16, 1 de la Constitución garantiza «la libertad ideo, 
lógica, religiosa y de culto», sin definir el contenido de estas liberta, 
des. Por otro lado, no menciona, a diferencia de lbS documentos in' 
ternacionales sobre derechos humanos 7, la libertad de conciencia. 
Esta situación ha planteado a la doctrina española, como ha 
señalado Ciáurriz 8 no pocos interrogantes respecto de las diferen, 
cias y relaciones existentes entre las libertades mencionadas. 
La libertad religiosa es considerada por algún sector de la doc, 
trina española, como un aspecto de la libertad de pensamiento 9, o 
de la ideológica 10. 
7. Cfr. la «Declaración Universal de Derechos Humanos», de 10 de Diciembre de 1948 
(art. 18). El texto se repite, con leves variaciones, en el «Convenio para la protección de 
los derechos humanos y de las libertades fundamentales», de 4 de Noviembre de 1950 (art. 
9, 1); en el «Pacto Internacional de derechos civiles y políticos», de 16 de Diciembre de 
1966 (art. 18); en la «Declaración sobre la eliminación de todas las formas de intolerancia 
y de discriminación basadas en la religión o convicción-, de 25 de Noviembre de 1981 (art. 
1). El «Pacto de San José de Costa Rica., de 22 de Noviembre de 1969, constituye una 
excepción a este planteamiento, pues regula la libertad de conciencia y de religión, en su 
artículo 12, y la libertad de pensamiento y de expresión, en su artículo 13. 
8. M. J. CIAURRIZ, La libertad religiosa en el derecho español, (Madrid, 1984), p. 110. 
9. J. A. SOUTO, Libertad ideológica y religiosa en la jurisprudencia constitucional, en «Las 
relaciones entre la Iglesia y el Estado., (Madrid, 1989), p. 518; J. M. SERRANO, Artículo 
16, en «Comentarios de la Constitución., dirigidos por F. Garrido Falla, (Madrid, 1980), 
p. 194. 
10. D. LLAMAZARES, Derecho Eclesiástico del Estado, (Madrid, 1989), p. 14. 
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Por el contrario, para otros autores, la libertad religiosa tiene 
una autonomía propia, que la distingue de otras libertades 11. 
Finalmente, algún autor entiende que la libertad ideológica y 
la religiosa no son dos derechos diferentes, sino manifestaciones de 
un único derecho 12 . 
El tema que ha suscitado mayor polémica en la doctrina espa~ 
ñola, ha sido el de la relación existente entre el derecho de libertad 
religiosa y las manifestaciones negativas de religiosidad. 
De una manera sintética, las opiniones de nuestra doctrina so~ 
bre este punto pueden ser clasificadas en tres grupos. En primer lu~ 
gar, cabe mencionar a aquellos autores para los cuales el derecho de 
libertad religiosa ampara exclusivamente las convicciones fideísti~ 
cas 13. Según esta posición doctrinal mayoritaria, el ateísmo y el ag~ 
nosticismo se encuentran en nuestro ordenamiento jurídico exclui~ 
dos del ámbito de la libertad religiosa, y están amparados por la 
libertad ideológica 14. 
Una segunda postura doctrinal, contraria a la anterior, es la 
mantenida por Ibán, el cual entiende que la libertad religiosa no 
puede limitarse a proteger el acto de fe y la libertad de culto, sino 
que debe comprender el derecho a manifestar las propias creencias, 
religiosas o no 15. Por último, una posición, que podríamos denomi~ 
nar ecléctica, es la sostenida por Viladrich, el cual opina que el ag~ 
nosticismo y el ateísmo están contemplados en la Constitución en 
los derechos de libertad religiosa, de libertad ideológica, y de liber~ 
tad de conciencia 16. 
11. P. J. VILADRICH, Los principios informadores del DeredlO eclesÍásti~ español, en AA. 
VV., «Derecho Eclesiástico del Estado Español., (Pamplona, 1983), p . 241; J. J. AMORÓS, 
Libertad religiosa y libertad ideológica. Religión e ideología como necesidades del hombre, en . li-
bertad y derecho fundamental de libertad religiosa., (Madrid, 1989), p . 77. 
12. J. M. GONzALEZ "DEL VALLE, Derecho Eclesiástico Español, (Madrid, 1989), p. 197 y s. 
13. L. PRIETO SANCHfs, El derecho fundamental de libertad religiosa, cit., p. 305; J. J. AMo. 
RÓS, La libertad religiosa en la Constitución española de 1978, (Madrid, 1984), p. 177. 
14. L. DE ECHEVERRfA, La nuella Constitución ante el hecho religioso, en .El hecho reli· 
gioso en la nueva Constitución Española. , (Salamanca, 1979), p. 60; M . J. CIAURRIZ, La 
libertad religiosa en el derecho español, cit., p. 114; D . LLAMAZARES, Derecho Eclesiástico del 
Estado, cit., p. 14. 
15. 1. C. IBAN, Grupos confesionales atípicos en el Derecho eclesiástico español lIigente, en 
.Estudios de Derecho Canónico y de Derecho Eclesiástico., en homenaje al Profesor Mal· 
donado, (Madrid, 1983), p. 279 y s. 
16. P. J. VILADRICH, Los princiPios informadores del Derecho eclesiástico español, cit., p. 245. 
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En nuestra opinión, parece más razonable sostener la postura 
según la cual, la libertad religiosa debe entenderse en nuestro orde, 
namiento como el derecho que ampara exclusivamente las actitudes 
positivas ante la fe. Esta postura está avalada por una serie de razo, 
nes, que se deducen del texto constitucional y de la Ley Orgánica 
de Libertad Religiosa. 
En primer lugar, el artículo 16, 3 de la Constitución menciona 
un determinado tipo de «creencias», a las que califica de «religiosas», 
y las pone en relación con «la Iglesia Católica y las demás confesio, 
nes», las cuales son grupos inequívocamente religiosos 17. 
En segundo lugar, el artículo 27, 3 de la Constitución, al ga, 
rantizar el derecho de los padres a educar a sus hijos según sus pro' 
pias convicciones, distingue claramente entre formación «religiosa» y 
«moral», como dos posibilidades distintas. 
Por su parte, la Ley Orgánica de Libertad Religiosa, si bien 
enumera en el plano individual algunos derechos también aplicables 
a las ideologías, cuando regula el aspecto comunitario demuestra cla, 
ramente que el derecho de libertad religiosa ampara sólo las actitu, 
des fideístas 18. Así entre los derechos individuales, menciona los de 
«profesar las creencias religiosas», «cambiar de confesión» (artículo 2, 
1, a)), «practicar los actos de culto y recibir asistencia religiosa de 
la propia confesión» (artículo 2, 1)). Insistiendo por tanto, en la rela, 
ción existente entre creencias religiosas y confesiones religiosas, y 
mencionando actividades específicamente religiosas, como son el cul, 
to y la asistencia religiosa. 
Al regular el aspecto comunitario de la libertad religiosa, la 
Ley menciona como sujetos de este derecho a las «Iglesias, Confesio, 
nes y Comunidades religiosas», es decir, a grupos inequívocamente 
fideístas, y se refiere al derecho de las mismas «a establecer lugares 
de culto» (artículo 2, 2), volviendo a citar el culto como actividad 
propia de los grupos religiosos. 
Asimismo, la Ley crea un Registro especial, distinto del gene' 
ral de asociaciones, en el que deberán inscribirse las «Iglesias, Confe' 
17. Cfr. L. PRIETO SANCHIs, El derecho fundamental de libertad religiosa, cit., p. 305. En 
contra de esta opinión, cfr. D. LLAMAZARES, Derecho Eclesiástico del Estado, cit., p. 236; 
y R. SORIANO, Las libertades públicas, (Madrid, 1990), p. 78. 
18. Cfr. D. LLAMAZARES, Derecho Eclesiástico del Estado, cit., p. 663 y s. 
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siones y Comunidades religiosas» (artículo 5), con lo que está po' 
niendo de relieve la diferencia entre los grupos religiosos y los ideo' 
lógicos. 
Por último, la Ley establece unos límites al ejercicio del dere, 
cho de ((libertad religiosa y de culto», en virtud de las cuales excluye 
de su ámbito a ((las actividades, finalidades y entidades relacionadas 
con el estudio y experimentación de los fenómenos psíquicos opa' 
rapsicológicos o la difusión de valores humanísticos o espirituales u 
otros fines análogos ajenos a los religiosos» (artículo 3, 2). De todo 
lo expuesto, es preciso deducir que las convicciones no fideístas es' 
tán excluidas en nuestro sistema jurídico del ámbito del derecho de 
libertad religiosa, tanto en su dimensión personal como comunitaria. 
La jurisprudencia española ha mantenido el criterio de enten, 
der que la libertad religiosa es el derecho que ampara exclusivamen' 
te las respuestas positivas al fenómeno religioso. Es decir, las convic, 
ciones basadas en la creencia en un Ser trascendente. 
Así, el Tribunal Constitucional ha afirmado, en la sentencia 
de 13 de Mayo de 1982 que el principio de libertad religiosa es uno 
de los ((dos principios básicos en nuestro sistema político que deter, 
minan la actitud del Estado hacia los fenómenos religiosos y el con' 
junto de las relaciones entre el Estado y las Iglesias y confesio, 
nes» 19. Afirmación en la que se aprecia claramente, que los 
((fenómenos religiosos» son aquellos relacionados con ((las Iglesias y 
confesiones» . 
En la misma sentencia, se define el derecho de libertad religio, 
sa, como ((un derecho subjetivo de carácter fundamental que se con' 
creta en el reconocimiento de un ámbito de libertad y de una esfera 
de agere licere del individuo» ... el cual comporta ((el derecho de los 
ciudadanos a actuar en este campo con plena inmunidad de coac, 
ción del Estado y de cualesquiera grupos sociales» 20. De acuerdo 
con esta definición, la libertad religiosa es el derecho referente al 
ámbito de lo ((religioso», concepto éste que hay que entender de 
acuerdo con lo manifestado en esta sentencia. Siguiendo este crite, 
rio, el Tribunal Constitucional, en el Auto de 21 de Febrero de 
19. Fundamento jurídico 1. La sentencia puede verse en .La Ley., (1982-3), p. 899. 
20. Fundamento jurídico 1. 
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1986, tras distinguir entre los derechos de libertad religiosa e ideoló~ 
gica, pone nuevamente de manifiesto la relación entre las creencias 
religiosas y las Confesiones manifestando, que «el mismo artículo 16, 
3, que afirma que ninguna confesión tendrá carácter estatal, afirma 
también que los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias re~ 
ligios as de la sociedad española» 21. 
Por su parte, el Tribunal Supremo ha matizado la doctrina 
mencionada del Tribunal Constitucional, al afirmar que las creen~ 
cias religiosas están «encaminadas todas ellas a la misma y única fi~ 
nalidad de la religación del hombre, como ser espiritual, con 
Dios» 22. 
De todo lo dicho, creemos que puede deducirse con toda clari~ 
dad, que la libertad religiosa en nuestro ordenamiento jurídico es 
aquel derecho que ampara a las personas y grupos, cuyas conviccio~ 
nes y doctrinas están basadas en la fe en un Ser trascendente y en 
la comunicación con el mismo a través del culto. 
2. La relación entre la libertad religiosa y las restantes libertades garan~ 
tizadas en el artículo 16 de la Constitución 
a. La libertad ideológica 
La libertad ideológica suele ser definida por la doctrina espa~ 
ñola, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4, 1 de la Ley Fun~ 
damental de Bonn 23 como «el derecho de todo ciudadano a tener 
su propio sistema o concepción explicativa del hombre, el mundo y 
la vida, una personal y libre cosmovisión o Weltanschauung» 24. 
En este sentido, conviene tener en cuenta que la doctrina ale~ 
mana considera que el término «Weltanschauung» se refiere a con~ 
21. Fundamento jurídico 2, en .Jurisprudencia Constitucional. XIV, p. 887. 
22. Sentencia de 2 de Noviembre de 1987, fundamento jurídico cuarto. Puede verse en 
.La Ley>, (1988-1), p. 263. 
23. Cfr. sobre este punto, 1. ZABAUA, La libertad religiosa en la República Federal de 
Alemania, en .Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado., IV, (1988), p. 61.9 y s. 
24. P. J. VlLADRICH, Los princiPios informadores del Derecho eclesiástico español, cit., p. 
205. 
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cepciones globales no religiosas del mundo, pero no a visiones par' 
ciales de la existencia 25. 
En nuestra opinión, la libertad ideológica coincide coh la reli, 
giosa en que ambas ofrecen una visión completa de la existencia. 
Sin embargo, su diferencia radica en que, mientras que para la liber, 
tad ideológica dicha visión se basa en la razón, para la libertad reli, 
giosa se funda en la fe 26. 
Partiendo de estas bases, entendemos que el ateísmo está tutela' 
do en nuestro ordenamiento jurídico por la libertad ideológica, en 
cuanto que supone una concepción global no religiosa de la existencia. 
En apoyo de nuestra opinión, podemos citar la interpretación 
doctrinal 27 , y jurisprudencia1 28 del «Convenio para la protección de 
los derechos humanos y de las libertades fundamentales», firmado 
en Roma el 4 de Noviembre de 1950, la cual tiene especial impor' 
tancia en virtud de lo dispuesto en el artículo 10, 2 de la Constitu, 
ción. Según dicha interpretación, el término «convicciones» que el 
artículo 9, 1 del mencionado Convenio emplea como contrapuesto 
al de «religión», comprende todo tipo de opiniones no religiosas in' 
cluidas las agnósticas y las ateas 29. El Tribunal Constitucional se 
25. Cfr. sobre este punto, J. M. TAMARIT, La libertad ideológica en el DerecM Penal, 
(Barcelona, 1989), p. 135. 
26. D. LLAMAZARES, DerecM Eclesiástico del Estado, cit., p. 662. 
27. Cfr. F. MARGIOTTA BROGUO, La protezione intemazionale della liberta religiosa nella 
Convenzione europea dei diritti dell'uomo, (Milano, 1967), pp. 38-39; C. MORVIDUCCI, La 
protezione della libeTw religiosa nel sistema del Consiglio d'Europa, en .La tutela della liberta 
di religione. Ordinamento internazionale e normative confesionali», a .cura di S. FerrarLe 
T. Scovazzi, (Padova, 1988), p. 44. 
28. Sentencia CAMPBELL-COSANS, de 25 de Febrero de 1982. Puede verse en .Publica-
tions de la Cour europeenne des droits de l'homme., serie A, n. 48, p. 46. Sobre esta sen-
tencia, cfr. J. MARTfNEZ-ToRRÓN, El derecM a la libertad religiosa en la jurisprudencia en tor-
no al Convenio euTOpeOde DerecMs Humanos, cit., p. 423 y s. 
A juicio de C. MORVIDUCCI, La protezione della libertiI religiosa nel sistema del Consiglio 
d'Europa, cit., p. 46, esta sentencia conlleva la superación de la tesis que el Gobierno britá-
nico había sostenido en el caso Arrowsmith, de 12 de octubre de 1978, según la cual el 
término convicciones, empleado en el Artículo 9, 1 del Convenio de 4 de Noviembre de 
1950 junto al de religión, se refiere a la profesión de una verdadera fe, espiritual o filosófica, 
la cual, aunque no esté organizada como religión, tiene un contenido formal identificable. 
29. Cfr. C. MORVIDUCCI, La protezione della liberta religiosa nel sistema del Consiglio 
d'Europa, cit., p. 46. En el mismo sentido, cfr. F. MARGIOTTA BROGUO, La protezione in-
temazionale della liberUz religiosa nella Convenzione europea dei diritti dell'uomo, cit., p. 35 Y 
s;; CASTBERG, The European Convention on Human Rights, (Leyde, 1974) p. 146. Por su par-
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ha referido, en un primer momento, a la libertad ideológica, ponién' 
dola en relación con las convicciones políticas. Es decir, con un tipo 
de convicciones que, en cuanto basadas en la razón, se diferencian 
radicalmente "de las tuteladas por la libertad religiosa 30. 
Sin embargo, posteriormente, en la sentencia de 27 de Junio 
de 1990, el Tribunal Constitucional va a ofrecernos una definición 
completa de la libertad ideológica 31. Según esta sentencia, «la liber, 
tad ideológica ... , no se agota en una dimensión interna del derecho 
a adoptar una determinada posición intelectual ante la vida y cuan' 
to le concierne y a representar o enjuiciar la realidad según persona' 
les convicciones. Comprende, además, una dimensión externa de 
agere licere, con arreglo a las propias ideas sin sufrir por ello sanción 
o demérito ni padecer la compulsión o la injerencia de los poderes 
públicos» 32. De acuerdo con lo dicho en esta sentencia; la libertad 
ideológica es una «convicción», que implica una visión global de la 
existencia basada en la «razón», y que comprende no sólo una di, 
mensión interna, sino también el derecho a exteriorizarla y ·a vivir 
conforme a la misma. 
b. La libertad de conciencia 
El artículo 16 de la Constitución no menciona la libertad de 
conciencia, lo cual plantea no sólo el problema de su significado, si, 
no también el de su ubicación en el texto constitucional. 
La doctrina española mayoritaria entiende que la libertad de 
conciencia consiste en el juicio de moralidad sobre las propias accio, 
nes,y en la act:uación conforme con este juicio 33. Poi ello, esta li, 
te, j. E. S. FAWCETI, The application of the European Convention on Human Rights, (Oxford, 
1969), p. 354, pone de manifiesto que, en los trabajos preparatorios del Protocolo 1 al Con-
venio de 1950, la expresión «convicciones filosóficas. se introdujo para designar aquellas 
ideologías contrarias a las «convicciones religiosas., bien por indiferencia o por hostilidad 
a los contenidos de carácter religioso. 
30. Sentencia de 18 de Noviembre de 1983, fundamento jurídico quinto. Puede verse 
en .La Ley., (1984-1), p. 128; Sentencia de 16 de Diciembre de 1983, fundamento jurídico 
quinto. Puede verse en .La Ley., (1984-1), p. 184. 
31. Puede verse en el B.O.E. de 30 de julio de 1990, Suplemento, p. 2. 
32. Fundamento jurídico 10. 
33. Cfr. P. j. VlLADPJCH, Los principios informadores del Derecho eclesiástico español, cit., 
p. 241; J. HERVADA-j. M. ZUMAQUERO, Textos internacionales de Derechos Humanos, (pam-
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bertad ha sido considerada como «el derecho fundamental básico del 
sistema democrático» 34 y como «una norma de clausura del sistema 
de libertades) 35. Una de las cuestiones más polémicas planteadas 
en torno a la libertad de conciencia es la de si la misma protege sólo 
las actuaciones conforme a la propia conciencia, o si, además, tutela 
el derecho a la libre formación de aquella. Un sector de nuestra 
doctrina, siguiendo la opinión de un tratadista clásico de Derecho 
Político 36, niega cualquier relevancia jurídica al proceso de forma' 
ción de la conciencia 37. 
En contra de este criterio se han manifestado otros autores, 
los cuales entienden que dicho proceso debe ser garantizado jurídica' 
mente 38. 
En nuestra opinión, la libertad de conciencia está implícita, 
mente reconocida en' el artículo 16, 1 de la Constitución, en cuanto 
que es el presupuesto y fundamento de las libertades ideológica y re' 
ligiosa sin que se identifique con ninguna de las dos. 
En efecto, la libertad de conciencia en sentido estricto sólo ca' 
be entenderla como el derecho a la libre formación de la conciencia, 
en cuanto presupuesto lógico y necesario para poder elegir libremen, 
te una convicción. 
La «autodeterminación consciente y responsable de la propia 
vida» en la que consiste la dignidad de la persona 39, fundamento 
del orden político según el artículo 10, 1 de la Constitución, implica 
la libertad de decidir por sí mismo la explicación de la existencia 
más acorde con las propias convicciones. Y para ello, es preciso ga, 
piona, 1978), p. 148, nota (258); J. A. SOUTO, Libertad ideológica 'Y religiosa en la jurispru-
dencia constitucional, cit., p. 517. 
34. D. LLAMAZARES, Derecho Eclesidstico del Estado, cit., p. 16. 
35. L. PRIETO SANCHIs, El derecho fundamental de libertad religosa, cit., p. 329. 
36. N. PÉREZ SERRANO, Tratado de Derecho Político, (Madrid, 1976), p. 623. 
37. A. MOTILLA, Breves notas en tomo a la libertad religiosa en el Estado promocional con-
temporáneo, en .Libertad y derecho fundamental de libertad religiosa», cit., p. 195; J. J. 
AMORÓS, La libertad religiosa en la Constitución española de 1978, cit., p. 181. 
38. l. C. IBAN, Grupos confesiOnales atípicos en el Derecho eclesidstico español vigente, cit., 
p. 278; D. LLAMAZARES-G. SUAREZ PERTIERRA, El fenómeno religioso en la nueva Constitu-
ción española. Bases de su tratamiento jurídico, en .Revista de la Facultad de Derecho de la 
Universidad Complutense-, 61, (1980), p. 22. 
39. Tal y como ha manifestado el Tribunal Constitucional, en la sentencia de 11 de 
Abril de 1985, fundamento jurídico 8. Puede verse en .La Ley., (1985-2), p. 50. 
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rantizar el proceso de maduración que conduce a dicha decisión. Es 
decir, el derecho a la libre formación de la propia conciencia. 
En apoyo de esta opinión, podemos señalar que, al interpretar 
el citado Convenio de 4 de Noviembre de 1950, la doctrina ha pues~ 
to de relieve que el artículo 9, 1 del mismo contiene implícitamente 
una prohibición de influenciar, directa o indirectamente, en la liber~ 
tad de elección de las propias convicciones 40. 
Si la libertad de conciencia se entiende en un sentido amplio, 
como el derecho a actuar según las propias convicciones, entonces 
ya no podemos hablar de dicha libertad. Por el contrario, nos en~ 
contramos en presencia de una actuación conforme a unas convic~ 
ciones, que presuponen una conciencia formada conforme a la cual 
se han elegido. Esta actuación no puede denominarse, en sentido es~ 
tricto, libertad de conciencia, sino ejercicio del derecho de las. liber~ 
tad ideológica y religiosa. 
El Tribunal Constitucional se ha referido a la ubicación de la 
libertad de conciencia, afirmando que está contenida en el artículo 
16 de la Constitución. 
En efecto, la sentencia de 13 de Febrero de 1985, refiriéndose 
a la libertad religiosa, dice expresamente, que «el derecho fundamen~ 
tal recogido en el artículo 16 de la Constitución comprende, junto 
a las modalidades de la libertad de conciencia y la de pensamiento 
íntimas y también exteriorizadas, una libertad de acción ... » 41. 
En segundo lugar, el Tribunal Constitucional ha definido la 
libertad de conciencia, manifestando que la misma ((supone no sólo 
el derecho a formar libremente la propia conciencia, sino también 
a obrar de modo conforme a los imperativos de la misma» 42. 
Como puede observarse, en esta sentencia la libertad de con~ 
ciencia es entendida en una acepción amplia, en vez de en el sentido 
estricto que hemos defendido. 
40. Cfr.]. MARTINEZ-ToRRÓN, El derecho a la libertad religiosa en la jurisprudencia en 
tomo al Convenio Europeo de Derechos Humanos, cit., p. 426; ]. E. S. FAWCETT, The applica-
tion 01 the european Convention on Human Rights, cit., p. 200; C. MORVIDUCCI, La prote~io­
ne della liberta religiosa nel sistema del Consiglio d'Europa, cit., p. 43. 
41. Fundamento jurídico segundo. Puede verse en el B.O.E. de 5 de Marzo de 1985, 
Suplemento, p. 26. 
42. Sentencia de 23 de Abril de 1982, fundamento jurídico 6. Puede verse en .La Ley», 
(1982-3) p. 832. 
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No obstante, del examen de otras sentencias, creernos que 
puede deducirse que el Tribunal Constitucional considera la libertad 
de conciencia en el sentido estricto del que hemos hablado. 
Así, en el Auto 61711984, de 31 de Octubre, el Tribunal seña~ 
la que la libertad religiosa en cuanto libertad de conciencia «se con~ 
creta en la posibilidad jurídicamente organizada de acomodar el su~ 
jeto su conducta religiosa y la forma de vida a sus propias 
convicciones con exclusión de cualquier intervención por parte del 
Estado, quien, por otra parte, asume la protección del ejercicio de 
dicha libertad ante otras personas y grupos sociales» 43. 
Esta afirmación del Tribunal debe entenderse, en nuestra opi~ 
nión, en el sentido de que la libertad religiosa conlleva el derecho 
a que la persona actúe conforme a sus creencias, interpretadas según 
el propio criterio. En efecto, si el derecho a actuar conforme a las 
propias convicciones religiosas fuese una manifestación de la libertad 
de conciencia y no del derecho de libertad religiosa, no tendría sen~ 
tidoque esta última libertad comporte -corno afirma el Tribunal 
Constitucional-, junto a una dimensión interna, «una esfera de age~ 
re licere, que conlleva el derecho de los ciudadanos a actuar en este 
campo con plena inmunidad de coacción del Estado y de cualesquie~ 
ra grupos sociales» 44. Con mayor claridad se expresa el Tribunal 
Constitucional, en la sentencia de 11 de Abril de 1985, al tratar el 
terna de la objeción de conciencia al aborto. Según el Tribunal, «la 
objeción de conciencia forma parte del contenido del derecho funda~ 
mental a la libertad ideológica y religiosa reconocido en el artículo 
16, 1 de la Constitución y, corno ha indicado este Tribunal en di~ 
versas ocasiones, la Constitución es directamente aplicable, . especial~ 
mente en materia de derechos fundamentales» 45. 
La libertad religiosa y la ideológica conllevan, corno algo inhe~ 
rente a las mismas, no sólo el derecho a tener unas convicciones, 
sino también, la actuación conforme a éstas. De aquí, que la liber~ 
tad de conciencia sólo quepa entenderla en el sentido de derecho a 
la libre formación de la propia conciencia. 
43. Fundamento jurídico 4; en -Jurisprudencia Constitucional., X, p. 866. 
44. Sentencia de 13 de Mayo de 1982, fundamento jurídico 1, citada en la nota (19). 
45. Fundamento jurídico 14. Citada en la nota (39). 
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3 . Naturaleza jurídica y características del derecho de libertad religiosa 
Al examinar la naturaleza jurídica de la libertad religiosa, es 
necesario partir de la base de su configuración como un derecho 
subjetivo de carácter fundamental. Subjetividad que implica el dere~ 
cho a actuar en un concreto ámbito de libertad y el deber de respe~ 
to por parte de terceros a dicha actuación. 
Como, con toda precisión, ha dicho el Tribunal Constitucio~ 
nal, la libertad religiosa debe ser entendida, «como un · derecho sub~ 
jetivo de carácter fundamental que se concreta en el reconocimiento 
de un ámbito de libertad y de una esfera de agere licere del indivi~ 
duo ... , (lo cual supone) el derecho a actuar en este campo con plena 
inmunidad de coacción del Estado y cualesquiera grupos socia~ 
les» 46. Partiendo de esta base, es preciso resaltar las especiales ca~ 
racterísticas, que configuran a la libertad religiosa como uno de los 
derechos fundamentales básicos de nuestro ordenamiento jurídico. 
En primer lugar, la libertad religiosa es un derecho fundamen~ 
tal encuadrable entre los que la doctrina ha denominado «especial~ 
mente resistentes» 47. Es decir, es un derecho que, por estar situado 
dentro de la sección 1 a del Capítulo II del Título 1 de la Constitu~ 
ción, debe ser desarrollado por ley orgánica (artículo 81, 1) y, ade~ 
más, goza de la especial tutela jurídica reforzada del artículo 53, 2. 
En segundo lugar, la libertad religiosa no sólo es un derecho funda~ 
mental, sino que además presenta, junto con la libertad ideológica, 
una dimensión institucional, puesto que es esencial para la consecu~ 
ción de los valores superiores y especialmente del pluralismo. 
Según ha declarado el Tribunal Constitucional, «las libertades 
que garantiza el artículo 16, 1 exceden del ámbito personal por su 
dimensión institucional y porque significan el reconocimiento y la 
garantía de la opinión pública libre y, por tanto, el pluralismo políti~ 
co propugnado por el artículo 1, 1 de la Constitución como uno de 
los valores superiores de nuestro ordenamiento jurídico)) 48. 
46. .Sentencia de 13 de Mayo de 1982, fundamento jurídico 1. Citada en la nota (19). 
47. L. PruETO SANCHfs, Estudios sobre dereclws fundamentales, (Madrid, 1990), p. 105 y s. 
48. Sentencia de 15 de Febrero de 1990, fundamento jurídico 4, e). Puede verse en .80-
letín de Jurisprudencia Constitucional., 107, p. 54. 
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Por último, entre las especiales características de la libertad re' 
ligiosa, es preciso destacar la expresa prohibición de suspensión de 
la misma, incluso en los estados excepcionales mencionados en el ar, 
tículo 55, 1 de la Constitución 49. 
III. EL CONTENIDO DEL DERECHO DE LIBERTAD RELIGIOSA 
1. Introducción 
La libertad religiosa, como señala Prieto Sanchis, es «un dere, 
cho genérico que tutela las diversas formas de exteriorizar o manifes, 
tar la religiosidad» 50. 
Partiendo de esta base, parecería que el camino más lógico pa, 
ra determinar el ámbito de la libertad religiosa sería el de examinar 
la Ley Orgánica de Libertad Religiosa, la cual especifica detallada, 
mente el contenido de este derecho fundamental. 
Sin embargo, este camino no resulta el más indicado o, al me, 
nos, el único que debe ser utilizado. 
En primer lugar, porque alguno de los derechos enumerados 
en dicha Ley Orgánica no forman parte en sentido estricto del con, 
tenido de la libertad religiosa. Tal es el caso, del derecho de los pa, 
dres y tutores a elegir la educación religiosa y moral que, en el ám, 
bito escolar, deben recibir los menores e incapacitados bajo su 
dependencia. Este derecho, en realidad, forma parte del contenido 
de la libertad de enseñanza, como ha declarado el Tribunal Consti, 
tuciona1 51 • 
En segundo lugar, porque la Ley Orgánica no menciona la ob, 
jeción de conciencia, la .cual, según el Tribunal Constitucional, «for' 
49. Sobre este punto, cfr. L. SANCHEZ AGESTA, Sistema Político de la Constitución espa-
ñola de 1978, (Madrid, 1980), p. 178 y s.; F. FERNANDEZ SEGADO, Artículo 55. La suspen-
sión de derechos en .Comentarios a las Leyes Políticas», dirigidos por O. Alzaga, IV, (Ma-
drid, 1984), p. 594 y s.; L. PRIETO SANCHfs, Estudios sobre derechos fundamentales, cit., p. 
247 y s. 
50. L. PRIETO SANCHfs, El derecho fundamental de libertad religiosa, cit., p. 317. 
51. Sentencia del 13 de Febrero de 1981, fundamento jurídico 7. Puede verse en el 
B.O.E. de 24 de Febrero de 1981, suplemento, p. 16. 
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ma parte del contenido del derecho fundamental a la libertad ideo, 
lógica y religiosa reconocido en el artículo 16, 1 de la Constitu, 
ción 52. 
Hechas estas precisiones, y tras unas sucintas consideraciones 
sobre el contenido esencial de la Libertad religiosa, examinaremos el 
contenido legal de la misma, renunciando por razones de brevedad 
al estudio de la objeción de conciencia. 
2. El contenido esencial del derecho de libertad religiosa 
El contenido esencial de un derecho, concepto que el artículo 
33, 1 de la Constitución ha tomado del artículo 19 de la Ley Funda' 
mental de Bonn 53, ha sido considerado por el Tribunal Constitu, 
cional como «límite genérico» al desarrollo legislativo de los dere, 
chos fundamentales 54. En nuestra opinión, teniendo en cuenta los 
criterios utilizados en esta cuestión por el Tribunal Constitucio' 
na1 55, la determinación del contenido esencial del derecho de líber, 
tad religiosa debe hacerse teniendo en cuenta la doble dimensión, 
individual y comunitaria, del mismo. 
En su dimensión individual, dicho contenido esencial está in' 
tegrado por el derecho a tener unas convicciones religiosas libremen, 
te elegidas, a declararlas o a abstenerse de hacerlo, a exteriorizarlas 
y a actuar conforme a las mismas, todo ello con plena inmunidad 
de coacción. 
El contenido esencial de la libertad religiosa implica, en primer 
lugar,· el derecho a tener unas convicciones religiosas libremente ele.; 
gidas. 
La existencia de unas convicciones religiosas, según el sentido 
que tiene esta expresión en nuestro ordenamiento y que ya fue obje' 
52. Sentencia de 11 de Abril de 1985, fundamento jurídico 14. citada en la nota (39). 
53. L. SANCHEZ AGESTA, Sistema Político de la Constitución Española de 1978, cit., p. 
174. 
54. Sentencia de 13 de Febrero de 1981, fundamento jurídico 15. Citada en la nota 
(51). 
55. Sobre este punto, cfr., entre otras, la sentencia de 8 de Abril de 1981, fundamento 
jurídico 8, en .Boletín de Jurisprudencia Constitucional., 2, p. 83. 
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to de examen, es esencial para diferenciar la libertad religiosa de las 
libertades de pensamiento e ideológica. La libertad de pensamiento 
no implica el derecho a tener unas convicciones, sino el de expresar 
libremente los pensamientos, ideas y opiniones. La diferencia entre 
la libertad religiosa y la ideológica radica en la diferente naturaleza 
de las convicciones amparadas por cada una de estas libertades. 
Asimismo, es esencial que las convicciones, religiosas e ideoló-
gicas, sean libremente elegidas. En caso contrario, no podría hablar-
se de verdaderas convicciones, es decir, de algo en 10 que uno cree 
porque está convencido de ello, y por esto 10 ha elegido. Esta liber-
tad de elección implica, lógicamente, el derecho a cambiar de con-
vicción. 
En segundo lugar, el contenido esencial de la libertad religiosa 
conlleva, por expresa exigencia constitucional, el derecho a abstener 
de declarar sobre las propias creencias y, a sensu contrario, el de po-
der hacerlo. 
En tercer lugar, dicho contenido esencial comporta el derecho 
a exteriorizar las propias convicciones religiosas, puesto que el ar-
tículo 16, 1 de la Constitución garantiza la libertad religiosa y sus 
«manifestaciones». Entre estas manifestaciones, necesariamente, hay 
que incluir el culto y la propaganda. El culto es un elemento esen-
cial para diferenciar la libertad religiosa de la ideológica. Por otro 
lado, si la propaganda no integrase el contenido esencial de la liber-
tad religiosa no sólo se estaría atentando contra la dimensión exter-
na, que según el artículo 16, 1 es connatural a dicha libertad, sino 
que, además, se sometería a la misma a límites que, por lo menos, 
la dificultarían más allá de lo razonable. 
Por último, forma parte del contenido esencial de la libertad 
religiosa el derecho a actuar conformé a las propias convicciones. 
Esta característica, que el Tribunal Constitucional ha definido 
como agere licere, con arreglo a las propias ideas 56, es asimismo 
esencial para diferenciar la libertad religiosa de la de pensamiento, 
la cual no implica dicha posibilidad. 
La diferencia entre la libertad religiosa y la ideológica, desde 
este punto de vista, estriba en que la actuación de la persona está 
56. Sentencia de 27 de Junio de 1990, fundamento jurídico 10. Citada en la nota (31). 
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motivada por convicciones de distinta naturaleza. En cualquier caso, 
esta actuación conforme a las propias convicciones, para que pueda 
ser considerada como tal, exige el reconocimiento del derecho a 
oponerse a lo que se considere contrario a las mismas. 
En su dimensión comunitaria, el contenido esencial de la li, 
bertad religiosa supone la existencia de unos grupos religiosos, y el 
derecho de los mismos a practicar y a propagar sus doctrinas. 
La existencia de unos grupos religiosos, la cual viene expresa' 
mente garantizada en el artículo 16, 1 de la Constitución, es esencial 
para establecer la diferencia entre la liberta religiosa y la ideológica 
desde el punto de vista de la dimensión comunitaria de estas liberta' 
des. Diferencia basada en la distinta finalidad de ambos tipos de 
grupos, y en el diverso fundamento de sus respectivas doctrinas. 
El culto, como medio de comunicación entre el hombre y un 
Ser trascendente, forma también parte del contenido esencial de la 
libertad religiosa en su dimensión comunitaria, en cuanto elemento 
clave para diferenciar los grupos religiosos de los ideológicos. 
Finalmente el derecho de los grupos religiosos a propagar sus 
doctrinas integra necesariamente el contenido esencial del derecho 
de libertad religiosa en su dimensión comunitaria, por las razones 
manifestadas al examinar la dimensión individual de esta libertad. 
3. El contenido legal del derecho de libertad religiosa 
La Ley Orgánica de Libertad Religiosa enumera, en su artículo 
2, un minucioso elenco de los derechos que integran el contenido de la 
libertad religiosa, y que, por tanto, resultan ampa.rados por la misma. -
Rebasaría como mucho el contenido de este trabajo, un estu' 
dio, aunque fuera somero, de cada uno de los derechos enumerados 
en dicha Ley Orgánica. Por ello nos limitaremos a examinar la juris, 
prudencia referente a los derechos, que conforman el contenido le, 
gal de la libertad religiosa. 
a. La profesión y manifestación de las creencias religiosas 
El artículo 2, 1, a} de la Ley Orgánica de Libertad Religiosa 
garantiza a toda persona el derecho a «profesar las creencias religio, 
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sas que libremente elija o a no profesar ninguna; cambiar de confe~ 
sión o abandonar la que tenía; manifestar libremente sus propias 
creencias religiosas o la ausencia de las mismas, o abstenerse de de~ 
clarar sobre ellas)). 
El derecho a profesar las creencias libremente elegidas y, lógi~ 
camente, el de no profesar ninguna ha sido puesto de relieve por el 
Tribunal Constitucional de diferentes formas. Implícitamente en la 
sentencia de 13 de Mayo de 1982, al declarar que la libertad religio~ 
sa supone el reconocimiento del derecho «a actuar en este campo 
con plena inmunidad de coacción por parte del Estado y de cuales~ 
quiera grupos sociales)) 57. Actuación, que se refiere a todos los as~ 
pectos de dicha libertad y, por tanto, al que constituye el presupues~ 
to de la misma: la profesión de las creencias libremente elegidas. 
El derecho a profesar las propias creencias ha sido resaltado, 
explícitamente, en el Auto de 21 de Febrero de 1986, el cual mani~ 
fiesta que el derecho de libertad religiosa de los ciudadanos «implica 
la libertad de tener o adoptar la religión... de su elección)) 58. 
El derecho a profesar las creencias libremente elegidas exige, 
como garantía, la ausencia de cualquier tipo de coacción. A la coac~ 
ción directa, la cual supone obligar a una persona a profesar unas 
creencias que no desea, se ha referido claramente el Tribunal Cons~ 
titucional, en la mencionada sentencia de 13 de Mayo de 1982, 
cuando define la libertad religiosa como el derecho «a actuar en este 
campo con plena inmunidad de coacción)) 59. 
En el mismo sentido, la sentencia de 15 de Febrero de 1990, 
al examinar la libertad ideológica, señala que, aunque esta libertad 
debe ser interpretada ampliamente, sin embargo del ámbito de la 
misma está «excluida siempre la violencia para imponer los propios 
criterios)) 60. 
Por su parte, la sentencia de 27 de Junio de 1990, también re~ 
ferente a la libertad ideológica, declara que los actos de los poderes 
públicos pueden ser anulados cuando «perturben o impidan de al~ 
57. Fundamento jurídico 1. Citada en la nota (19). 
58. Citado en la nota (21). 
59. Fundamento jurídico 1. Citada en la nota (19). 
60. Fundamento jurídico 5. Citada en la nota (48). 
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gún modo la adopción o el mantenimiento en libertad de una deter~ 
minada ideología» 61. 
Aunque estas dos últimas sentencias se refieren a la libertad 
ideológica, es evidente que sus razonamientos son plenamente apli~ 
cables a la libertad religiosa. 
En cuanto a la ausencia de coacción indirecta como garantía 
del derecho a profesar las creencias religiosas libremente elegidas, 
baste aquí mencionar la prohibición de concurrencia del Estado 
«junto a los ciudadanos, en calidad de sujeto de actos o de actitudes 
de signo religiosos», lo cual es una manifestación del principio de li~ 
bertad religiosa, y la imposibilidad de establecer «ningún tipo de dis~ 
criminación o de trato jurídico diverso de los ciudadanos en función 
de sus ideologías o sus creencias», que es consecuencia del principio 
de igualdad 62. 
El derecho a profesar las creencias religiosas libremente elegi~ 
das implica, lógicamente, el de cambiar y el de abandonar las que 
se profesan. 
El Tribunal Supremo, en la sentencia de 2 de Noviembre de 
1978, se ha referido a este aspecto de la libertad religiosa, afirmando 
que el artículo 16 de la Constitución debe interpretarse según la De~ 
claración Universal de Derechos Humanos, cuyo artículo 18 permite 
«el cambio de religión y creencias, tanto · individual como colectiva~ 
mente» 63. 
Finalmente, la libre profesión de las creencias conlleva el dere~ 
cho a manifestarlas, y el de abstenerse de declarar sobre las mismas. 
La exigencia de respetar estos d.erechos, que forman parte del 
contenido esencial de la libertad religiosa, ha sido resaltada por el 
Tribunal Constitucional. En efecto, la sentencia de 13 de Febrero de 
1985, tras declarar que «el derecho fundamental recogido en el artí~ 
culo 16 de la Constitución comprende junto a las modalidades de 
la libertad de conciencia y la de pensamiento, íntimas y también ex~ 
teriorizadas una libertad de acción respecto de las cuales el artículo 
16, 2 establece un acotamiento negativo en cuanto dispone que «na~ 
61. Fundamento jurídico 10. Citada en la nota (31). 
62. Sentencia 13 de Mayo de 1982, fundamento jurídico 1. Citada en la nota (19). 
63. Fundamento jurídico segundo. Citada en la nota (22). 
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die podrá ser obligado a declarar sobre su conciencia, religión o 
creencias», entiende que, en el supuesto examinado, no ha existido 
violación de estos derechos. La razón, es que no se ha díegado a 
la demandante esta libertad íntima, por lo demás incoercible, y tam, 
poco (se ha) negado la exteriorización de esas creencias o conviccio, 
nes religiosas o se (ha) cuestionado el acotamiento negativo que he' 
mos dicho» 64. 
b. La libertad de culto 
Esta manifestación de la libertad religiosa, contemplada en el 
artículo 2, 1, b de la Ley Orgánica, garantiza en primer lugar la 
práctica de los actos de culto de la propia religión. Comprende, ade, 
más, como indica Prieto Sanchis, «el derecho a recibir o rechazar 
cualquier clase de asistencia religiosa o fórmula sacramental 65 • 
b .1. La práctica de los actos de culto 
Este aspecto de la libertad religiosa comprende tanto el dere, 
cho a practicar los actos de culto de la propia confesión, como el 
de no ser obligado a practicar los actos de culto contrarios a las pro' 
pi as convicciones. 
La práctica de los actos de culto requiere, como medio idóneo 
para llevarla a cabo, la existencia de locales de culto públicos y pri, 
vados. Respecto de estos últimos, el Tribunal Supremo, en la sen' 
tencia de 24 de Junio de 1988, ha declarado que la libertad religiosa 
conlleva el derecho atener en la propia vivienda una capilla, sin ne, 
cesidad de solicitar para ello ninguna licencia administrativa 66. 
El aspecto negativo de esta manifestación de la libertad religio, 
sa, exige que nadie sea obligado a practicar los actos de culto de una 
religión que no profesa. 
64. Fundamento jurídico segundo. Citada en la nota (41). 
65. L. PRIETO SANCHfs, El derecho fundamental de libertad religiosa, cit., p. 324. 
66. Fundamento jurídico segundo. La sentencia puede verse en «La Ley» (1988-4), p. 
195. Por su. parte, la sentencia de 18 de Junio de 1992, del Tribunal Supremo, declara que 
no es aplicable a los lugares de culto, a efectos de la clausura de los mismos, la normativa 
administrativa sobre actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas. Puede verse la 
sentencia en .La Ley», n. 3. 130, de 10 de Noviembre de 1992, p. 12. 
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El Tribunal Constitucional se ha referido a este aspecto, al 
abordar el deber de respeto al ideario de los centros privados por 
parte de los profesores que prestan sus servicios en los mismos. Se, 
gún la sentencia de 13 de Febrero de 1981, «hay que entender que 
los profesores no incumplidrían su deber de respeto si, en uso de su 
libertad ideológica y religiosa (artículo 16, 1 C.E.), se inhibieran o 
se negasen a colaborar en prácticas religiosas o en actividades ideo' 
lógicas con las que ellos no se sintieran identificados a pesar de ser 
las peculiares del centro» 67. 
Aunque esta sentencia se refiere a un concreto tipo de cen, 
tros, parece lógico que lo manifestado en la misma debe hacerse ex' 
tensible a cualquier otro establecimiento privado. 
b. 2. El derecho a conmemorar las festividades religiosas 
Íntimamente ligado con el derecho a la práctica de los actos 
está el de conmemorar las festividades de la propia religión. 
Este derecho, mencionado en el artículo 2, 1, b) de la Ley Or, 
gánica, plantea el problema del reconocimiento del derecho al des, 
canso laboral en los días que tienen carácter festivo para las distin, 
tas confesiones. 
El Tribunal Constitucional, en la sentencia de 13 de Febrero 
de 1985, ha examinado este problema al resolver un recurso de am, 
paro interpuesto por un trabajador, el cual fue despedido por su ne, 
gativa a trabajar el sábado, día considerado como festivo según su 
religión 68. 
El Tribunal deniega el amparo, · basándose en primer higar en 
la obligación de cumplir las estipulaciones de un contrato laboral, 
libremente pactado, y sin cláusulas lesivas de los derechos funda, 
mentales 69. 
En segundo lugar, el Tribunal deniega el amparo por enten, 
der, en contra de lo alegado por la parte demandante, que la norma 
67. Voto particular formulado por el Magistrado Tomás y Valiente, al que se adhieren 
los Magistrados Latorre Segura¡ Diez de Velasco y Fernández Viagas. Sentencia citada en 
la nota (51). 
68. Citada en la nota (41). 
69. Fundamento jurídico primero. 
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general del descanso dominical contenida en el Artículo 37, 1 del 
Estatuto de los Trabajadores no supone discriminación por razón de 
religión, y no resulta por tanto contraria al artículo 14 de la Consti, 
tución. La razón es que «el descanso dominical es una institución 
secular y laboral, que si comprende el 'domingo' como regla general 
de descanso semanal es porque este día de la semana es el consagra' 
do por la tradición» 70. 
El problema del reconocimiento del derecho al descanso labo, 
ral en los días considerados festivos por las distintas confesiones, ha 
quedado solucionado tras la aprobación de los Acuerdos de Coope, 
ración entre el Estado y diversas confesiones no católicas 71. 
En estos Acuerdos se contempla la posibilidad de fijar, me' 
diante acuerdo entre las partes, el descanso laboral semanal, y se 
reconocen determinadas festividades religiosas, las cuales podrán sus' 
tituir a las fijadas en el Artículo 37, 2 del Estatuto de los Trabaja' 
dores 72. 
b.3 . La asistencia religiosa 
La Ley Orgánica de la Libertad Religiosa garantiza, en su artí, 
culo 2, 1, b), el derecho de toda persona a «recibir asistencia religio, 
sa de su propia confesión» y, lógicamente, el de no ser obligado ((a 
recibir asistencia religiosa contraria a sus convicciones personales». 
El Tribunal Constitucional, en la sentencia de 13 de Mayo de 
1982, se ha referido a la asistencia religiosa católica a las Fuerzas Ar, 
madas, manifestando que la misma no supone lesión constitucional 
alg·una. Según esta sentencia, ((ilO padece el -derecho a. la. liberta.d re' 
ligiosa o de culto, toda vez que los ciudadanos miembros de las su' 
70. Fundamento jurídico cuarto. 
7!. La Ley 24/1992, de 10 de Noviembre, aprueba el .Acuerdo de Cooperación del Es-
tado con la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España». La Ley 25/1992, 
de 10 de Noviembre, aprueba el .Acuerdo de Cooperación del Estado con la Federación 
de Comunidades Israelitas de Espapña». Ley Ley 26/1992, de 10 de Noviembre, aprueba 
el .Acuerdo de Cooperación del Estado con la Comisión Islámica de España». 
72. Artículo 12 del .Acuerdo de Cooperación del Estado con la Federación de Entida-
des Religiosas Evangélicas de España •. Artículo 12 del .Acuerdo de Cooperación del Esta-
do con la Federación de Comunidades Israelitas de España •. Artículo 12 del .Acuerdo de 
Cooperación del Estado con la Comisión Islámica de España». 
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sodichas Fuerzas son libres para aceptar o rechazar la prestación que 
se les ofrece; y hay que entender que asimismo tampoco se lesiona 
el derecho a la igualdad, pues por el mero hecho de la prestación 
en favor de los católicos no queda excluida la asistencia religiosa a 
los miembros de otras confesiones, en la medida y proporción ade~ 
cuada, que éstos pueden reclamar fundadamente, de suerte que sólo 
el Estado que desoyera los requerimientos en tal sentido hechos inci~ 
diría en la eventual violación analizada» 73. 
El principal problema que se plantea en torno a la asistencia 
religiosa, es el de la titularidad y ·la naturaleza jurídica del derecho 
a reclamar la asistencia religiosa. 
Respecto del primer punto, es necesario poner de manifiesto 
que, aunque doctrinalmente se discute si la titularidad del derecho 
en cuestión corresponde no sólo a las personas físicas sino también 
a las confesiones 74 parece claro que legalmente dicha titularidad re~ 
sulta atribuida exclusivamente a la persona individual 75 • 
Por su parte el Tribunal Constitucional mantiene este mismo 
criterio, al afirmar, en la sentencia mencionada, que son los miem~ 
bros de las confesiones los que «pueden reclamar fundadamente» la 
asistencia religiosa. 
En cuanto a la naturaleza del derecho a reclamar dicha asis~ 
tencia, dado que el mismo forma parte del contenido legal de la li~ 
bertad religosa, cabe decir que parece configurarse como un derecho 
subjetivo. Ahora bien, el verdadero núcleo del problema radica en 
determInar el sujeto ante el cual resulta exigible dicho derecho. 
Según el Tribunal Constitucional, este derecho es exigible 
frente al Estado, el cual violaría el principio de igualdad si «desoyera 
los requerimientos en tal sentido hechos» por los miembros de las 
confesiones, que no gozan de dicha asistencia. Sin embargo, una 
afirmación de este tipo no puede considerarse del todo punto co~ 
rrecta. 
73. Fundamento jurídico 4. Citada en la nota (19). 
74. Una sucinta exposición de las distintas posiciones doctrinales mantenidas sobre esta 
cuestión puede verse en 1. C. IBÁN, Asistencia religiosa, en 1. C. IBÁN¡ L. PRIETO SANCHIS¡ 
A. MOTlLLA, Curso de Derecho Eclesiástico, cit., p. 445, nota (20). 
75. Cfr. 1. C. IBÁN, Asistencia religiosa, cit., p. 444. 
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En efecto, puesto que el Estado no puede prestar por sí mismo 
la asistencia religiosa, el único derecho reconocido a la persona es 
el de solicitar a los poderes públicos que autoricen a una confesión 
para prestar dicha asistencia. Sin embargo, si la confesión se negara 
a prestar la asistencia religiosa, es evidente que no podrá el Estado 
obligarla a llevarla a cabo 76. 
Así pues, no cabe hablar en sentido estricto de la existencia 
de un derecho subjetivo a recibir asistencia religiosa. Como acerta, 
damente señala Ibán, «el único derecho subjetivo articulable ante los 
correspondientes órganos del Estado es el que los poderes públicos 
autoricen una prestación, pero la efectiva prestación dependerá de 
la confesión afectada» 77. 
c. La enseñanza religiosa 
De todas las manifestaciones del derecho de enseñanza religio, 
sa, enumeradas en el artículo 2, 1, c) de la Ley Orgánica de Libertad 
Religiosa, el Tribunal Constitucional ha examinado únicamente la 
referente al derecho de los padres y tutores a elegir, para los meno' 
res no emancipados e incapacitados bajo su dependencia, la ense' 
ñanza religiosa y moral que éstos deben recibir en el ámbito escolar. 
Este derecho, que como hemos indicado anteriormente no 
puede considerarse en sentido estricto perteneciente al contenido de 
la libertad religiosa 78, se garantiza en los centros docentes públicos, 
según ha manifestado el Tribunal Constitucional, de una forma di, 
recta · mediante la organización en los mismos «de enseñanzas de se' 
guimiento libre para hacer posible el derecho de los padres a elegir 
para sus hijos la formación religiosa y moral que esté de acuerdo 
con sus propias convicciones» 79. 
En relación con esta forma de garantía directa, cabe mencio, 
nar asimismo la sentencia del Tribunal Constitucional, de 3 de Oc' 
tubre de 1991, en la cual se justifica la enseñanza de la materia 
«Doctrina y Moral Católicas y su Pedagogía», como asignatura opta' 
76. Cfr. 1. C. IBAN, Asistencia religiosa, cit., p. 446. 
77. 1. C. IBAN, Asistencia religiosa, cit., p. 446. 
78. Cfr. nota (51). 
79. Sentencia de 13 de Febrero de 1981, fundamento jurídico 9. Citada en la nota (51). 
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tiva para la obtención del título de Profesor de E.O.B., en lo dis~ 
puesto en el artículo 27, 3 de la Constitución 80. 
El men<;ionado derecho de los padres queda garantizado, indi~ 
rectamente, mediante la prohibición a los docentes, en los centros 
públicos, de ((cualquier forma de adoctrinamiento ideológico, que es 
la única actitud compatible con el respeto a la libertad de las fami~ 
lias que, por decisión libre o forzadas por las circunstancias, no han 
elegido para sus hijos centros docentes con una orientación ideológi~ 
ca determinada y explícita» 81. 
d. La dimensión comunitaria del derecho de libertad religiosa 
El problema básico, en cuanto presupuesto de los restantes, 
que plantea la dimensión comunitaria de la libertad religiosa es el 
de definir qué es un grupo religioso. 
Y, más concretamente, en qué consiste una (dglesia», una 
((Confesión», y una ((Comunidad religiosa)), por emplear los términos 
utilizados por el artículo 2, 2 de la Ley Orgánica de Libertad Reli~ 
giosa 82. 
Es evidente, que la definición del concepto de grupo religioso, . 
por emplear un término convencional comprensivo de las distintas 
expresiones comunitarias de religiosidad, sólo puede ser plantea~ 
80. Fundamento jurídico 4. La sentencia puede verse en .Boletín de Jurisprudencia 
Constitucional», 127, p. 47. 
81. Sentencia de 13 de Febrero de 1981, fundamento jurídico 9. Citada en la nota (51). 
Sobre este punto, cfr. · r.. MARTÍN SANCHEZ, La libertad de enseñan~a en la jurisprudencia del 
Tribunal constitucional español, en .Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado», lI, (1986), 
p. 193 y s. 
82. Sobre este punto, cfr., entre otros, M. LÓPEZ ALARCÓN, Dimensión OTgdnica de las 
confesiones religiosas en Derecho español, en .Ius Canonicum., XX, 40 (1980), p. 39 y ss.; J. 
MANZANARES, Personalidad, autonomia y libertad de la Iglesia, en AA. VV .• Los Acuerdos 
entre la Iglesia y España., (Madrid, 1980), p. 167 Y s.; 1. C. IBAN, Grupos confesionales atí-
picos en el Derecho eclesidstico. español vigente, cit., p. 271 Y s.; S. BUENO SAUNAS, El dmbito 
del derecho de libertad religiosa y las asociaciones, en .Anuario de Derecho Eclesiástico del 
Estado., 1, (1985), p. 185 Y s.; A. MOllLLA, Los acuerdos o convenios de cooperación entre 
el Estado y las Confesiones religiosas en el Derecho español, en .Revista de Derecho Público., 
99 (Abril-Junio 1985), p. 403 y s.; 1. ZABALZA, Confesiones y entes confesionales en el ordena-
miento jurídico español, en .Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado., Ill, (1987), p. 249; 
1. C. IBAN, Las Confesiones religiosas, en .Curso de Derecho Eclesiástico., cit., p. 222 Y s. 
En opinión de este último autor citado, no cabe hablar en el ordenamiento jurídico espa-
ñol de un único tipo de confesión, sino de una pluralidad de modelos. 
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da y contestada desde un punto de vista estrictamente jurídico, y 
con referencia a un concreto ordenamiento. Grupo religioso será 
aquel, que reuna los requisitos que la Ley exija a esta clase de perso, 
nas jurídicas. Cualquier otro planteamiento, desde una óptica dife, 
rente, carecerá de sentido. 
Sentadas estas premisas, del examen de la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo, se deduce que para que un grupo pueda ser cali, 
ficado de religioso deben concurrir en el mismo al menos dos carac, 
terísticas básicas. 
La primera, consiste en la persecución de una finalidad religio, 
sao Finalidad determinada, negativamente, por la ausencia de cual, 
quiera de los fines mencionados en el artículo 3, 2 de la Ley Orgáni, 
ca de Libertad Religiosa, y, positivamente, por la existencia de un 
cuerpo doctrinal dirigido a «la religación del hombre, como ser espi, 
ritual, con Dios» 83. 
Como segunda característica, en el grupo debe existir un cul, 
to, entendido como medio de comunicación entre el hombre y Dios 
«a través de prácticas que tiendan a (una) finalidad de religación sal, 
vadora» 84. 
Aunque estas características deben concurrir en todo grupo 
religioso, la existencia de una diversidad de grupos de esta naturale, 
za, diversidad que es una exigencia de la aplicación del valor supe' 
rior «pluralismo» al ámbito religioso, implica la necesidad de que ca' 
da uno de ellos presente unas peculiaridades específicas, que 
permitan diferenciarlo de los restantes. 
Sin embargo, esta necesidad de diferenciación no supone que _ 
todas y cada una de las características de un grupo religioso tengan 
que ser totalmente distintas de las de los restantes. 
De acuerdo con este criterio, el Tribunal Supremo ha declara, 
do, refiriéndose al requisito de los fines religiosos, que es «indiferen' 
te que tales fines sean o no coincidentes con los de otras Iglesias u 
Órdenes, pues lo normal, máxime dentro del grupo de Iglesias cris' 
83. Sentencia del Tribunal Supremo, de 2 de Noviembre de 1987, fundamento jurídico 
cuarto. Citada eh la nota (22). 
84. Sentencia del Tribunal Supremo, de 25 de Junio de 1990, fundamento jurídico se-
gundo. Puede verse en «La Ley», (19904), p. 620. 
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tianas, es que tales fines coincidan en casi todas ellas, con variantes 
no demasiado acusadas, dado su origen común» 85. 
Por otro lado, es preciso poner de relieve que, puesto que la 
calificación de un grupo como religioso hay que hacerla con arreglo 
a criterios estrictamente jurídicos, todo grupo que presente las men~ 
cionadas características será considerado como religioso a efectos le~ 
gales , prescindiendo de la causa que ha motivado su nacimiento y 
de que sea o no reconocido como tal por otros grupos religiosos. 
Cabe por tanto, que un grupo religioso surja como consecuen~ 
cia de la escisión producida en el seno de otro preexistente. De 
acuerdo con este criterio, el Tribunal Supremo ha defendido clara~ 
mente la legitimidad de una actuación de este tipo, manifestando 
que el artículo 16 de la Constitución debe ser interpretado, ((tal y 
como señala el párrafo 2° del artículo 10 C.E., a la luz de la Decla~ 
ración Universal de los Derechos Humanos de 10 de Diciembre de 
1948, cuyos artículos 18 y 20, aparte de garantizar el derecho de aso~ 
ciación para fines pacíficos, permiten el cambio de religión y creen~ 
cias tanto individual como colectivamente» 86. 
Partiendo de la base de que el grupo reúna estas características 
indicadas, podrá solicitar, acreditando además el resto de los requisi~ 
tos exigidos por el Artículo 3 del Real Decreto de 9 de Enero de 
1981, su inscripción en el Registro de Entidades Religiosas a los efec~ 
tos de adquirir la personalidad jurídica y de estar amparado por las 
disposiciones de la Ley Orgánica de Libertad Religiosa. 
Íntimamente ligada con el tema de la personalidad jurídica de 
estos grupos, está la cuestión de la naturaleza y el ámbito de las po~ 
testadesde la Administración respecto de la tramitación de la solici~ 
tud de inscripción. 
En relación con esta cuestión, la Audiencia Nacional, en la 
sentencia de 8 de Junio de 1985, ha entendido que, para que un 
grupo pueda ser inscrito en el Registro de Entidades Religiosas, no 
basta con que cumpla los requisitos exigidos por el artículo 3 del 
85. Sentencia de 2 de Noviembre de 1987, fundamento jurídico cuarto. Citada en la 
nota (22). 
86. Sentencia de 2 de Noviembre de 1987, fundamento jurídico segundo. Citada en la 
nota (22). 
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Real Decreto de 9 de Enero de 1981, sino que además es necesario 
que los acredite. 
Por todo ello, según la citada sentencia, «la calificación de ido~ 
neidad de la inscripción registral no ha de limitarse a verificar el 
cumplimiento de los meros requisitos formales, sino que ha de en~ 
trar a considerar además la autenticidad y certeza racional de aque~ 
llos» 87. 
Este criterio mantenido por la Audiencia Nacional, según el 
cual la Administración tiene facultades para controlar no sólo la 
existencia de los requisitos formales necesarios para la inscripción, si~ 
no también la correspondencia con la realidad de los datos que figu~ 
ran en los documentos presentados 88 no ha sido aceptado por el 
Tribunal Supremo. 
En efecto, según la sentencia de 2 de Noviembre de 1987, del 
Tribunal Supremo, ,«la función del Estado en esta materia es de sim~ 
pIe reconocimiento formal a través de una inscripción ... , pero sin 
que pueda, en modo alguno, ir más lejos de la constatación de los 
aspectos formales encaminados a garantizar su individualización por 
su denominación, domicilio, fines y régimen de funcionamiento; 
únicamente cuando tal individualización no resulte debidamente 
perfilada, podrá denegarse la inscripción registral, conforme a lo es~ 
tablecido en el párrafo 2 o del artículo 4 del texto reglamentario de 
9 de Enero de 1981» 89. 
IV. Los LÍMITES DEL DERECHO DE LIBERTAD RELIGIOSA 
1. Introducción 
El artículo 16, 1 de la Constitución garantiza las libertades 
ideológica y religiosa «sin más limitación, en sus manifestaciones, 
que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido 
87. Considerando IV, Sentencia no publicada. 
88. Cfr. sobre este punto 1. ALDANONDO, El Registro de Entidades Religiosas, en .Anua-
rio de Derecho Eclesiástico del Estado., VII, (1991), p. 34 y s. 
89. Fundamento jurídico segundo. Citada en la nota (22). 
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por la Ley». Por su parte, el artículo 3, 1 de la Ley Orgánica de Li, 
bertad Religiosa especifica los elementos constitutivo del orden pú' 
blico mencionado en el citado precepto constitucional. 
A la vista de estas disposiciones legales, el primer problema 
que plantea el examen de los límites de la libertad religiosa es el de, 
terminar si el orden público constituye el único y exclusivo límite 
de la misma. 
Doctrinalmente, el carácter del orden público como único lí, 
mite de las libertades garantizadas en el artículo 16, 1 'de la Consti, 
tución ha sido defendido por algunos autores 90. 
Desde el punto de vista jurisprudencial, el Tribunal Constitu, 
cional parece haber seguido también este criterio al afirmar, en la 
sentencia de 15 de Febrero de 1990 91 , que la libertad ideológica 
«por ser esencial, ... para la efectividad de los valores superiores y 
especialmente 4el pluralismo político, hace necesario que el ámbito 
de este derecho no se recorte ni tenga 'más limitación (en singular 
utiliza esta palabra el arto 16, 1 C.E.) en sus manifestaciones, que 
las necesarias para el mantenimiento del orden público protegido 
por la Ley'» 92. 
En nuestra opinión, no cabe admitir que el orden público sea 
el único límite de las libertades garantizadas en el artículo 16, 1 de 
la Constitución. Y ello, en virtud de la doctrina mantenida por el 
propio Tribunal Constitucional en materia de límites de los dere, 
chos fundamentales. 
En efecto, según ha afirmado reiteradamente el Tribunal 
Constitucional, no puede aceptarse la opinión según la cual, «los de' 
rechos reconocidos o consagrados por" la Constitución sólo pueden 
quedar acotados en virtud de los límites de la propia Constitución 
o por la necesaria acomodación con el ejercicio de otros derechos 
reconocidos y declarados igualmente por la norma fundamental. 
Una conclusión como ésta es demasiado estricta y carece de funda' 
mento en una interpretación sistemática de la Constitución y en el 
90. J. CALVO ÁLVAREZ, Orden público 'Y factor religioso en la Constitución española, (pam-
plona, 1983), p. 250; J. M. BENEYTO, Artículo 16. Libertad ideológica 'Y religiosa, en .Co-
mentarios a las Leyes Políticas>, dirigidos por O. Alzaga, n, cit., p. 361. 
91. Citada en la nota (48). 
92. Fundamento jurídico 3. 
LIBERTAD RELIGIOSA EN LA JURISPRUDENCIA 91 
Derecho Constitucional, sobre todo si al hablar de límites derivados 
de la Constitución esta expresión se entiende como de derivación di, 
recta. La Constitución establece por sí misma los límites de los dere, 
chos fundamentales en algunas ocasiones. En otras ocasiones el lími, 
te del derecho deriva de la Constitución sólo de una manera 
mediata o indirecta, en cuanto que ha de justificarse por la necesi, 
dad de proteger o preservar no sólo otros derechos constitucionales, 
sino también otros bienes constitucionalmente protegidos» 93. 
Esta doctrina ha sido aplicada en diversas ocasiones por el 
Tribunal Constitucional respecto de concretos derechos fundamen, 
tales. 
Así, el Tribunal Constitucional ha afirmado, que la «moral» 
concepto no mencionado en el artículo 20, 4 de la Constitución, 
«puede ser utilizado por el legislador como límite de las libertades 
y derechos reconocidos en el arto 20 C.E.» 94. Respecto de la liber, 
tad religiosa, el Tribunal Constitucional ha señalado que la misma 
tiene como límites principios constitucionales que, «como el de segu' 
ridad jurídica, son también objeto de garantía constitucional (art. 9, 
3)) 95. Una vez sentado que el orden público no puede ser conside, 
rado como el único límite de la libertad religiosa, es preciso exami, 
nar el significado de dicho concepto. 
2. El significado del orden público como límite de las libertades garanti, 
zadas en el artículo 16 de la Constitución 
El orden público es un concepto jurídico indeterminado 96 , 
que, en cuanto límite de los derechos fundamentales, ha sido objeto 
93. Sentencia de 8de Abril de 1981, fundamento jurídico 7, citada en la nota (55); sen-
tencia de 29 de Enero de 1982, fundamento jurídico 5, en .Boletín de Jurisprudencia Cons-
titucional., 44, p. 1421; 27 de Junio de 1990, fundamento jurídico 8, citada en la nota (31). 
94. Sentencia de 15 de Octubre de 1982, fundamento jurídico 3, en .La Ley., (1983-1), 
p.6. 
95. Sentencia de 13 de Febrero de 1985, fundamento jurídico primero. Citada en la no-
ta (41). 
96. Cfr. L. PRIETO SANCHís, Las relaciones Iglesia-Estado a la luz de la nueva Constitu-
ción: problemas fundamentales, en A. PREDIERI-E. GARCfA DE ENTERRfA, La Constitución Es-
pañola de 1978, (Madrid, 1980), p. 325. 
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de críticas 97. Críticas basadas en la utilización de dicho concepto, 
como medio discrecional para restringir los derechos fundamentales y 
las libertades públicas 98. Dentro del contexto del arto 16, 1 de la 
Constitución, el orden público es interpretado por la doctrina española 
mayoritaria de acuerdo con la concepción internacional del mismo 99. 
Junto a esta interpretación conforme a los documentos interna, 
cionales, nuestra doctrina ha insistido en la necesidad de poner en re' 
lación el concepto de orden público con lo establecido en el artículo 
10, 1 de la Constitución 100. Y así, de acuerdo con este criterio, se 
ha señalado que el orden público debe entenderse como una institu' 
ción dirigida a la protección de la persona y al libre desarrollo de la 
personalidad, y no, simplemente, a limitar el ejercicio de los derechos 101. 
El Tribunal Constitucional, aunque no ha definido el orden 
público 102, ha seguido básicamente estos criterios doctrinales, a los 
97. Cfr. J. M. BENEYTO, Artículo 16. Libertad ideológica y religiosa, cit., p. 360¡ L. 
MARTÍN-RETORTILLO, El orden público como límite al derecho de libertad religiosa, en L. 
MARTÍN-RETORTILLO, Bajo el signo de la Constitución, (Madrid, 1983), p. 299, el cual opina 
que hubiera sido deseable que la expresión «orden público» no hubiera quedado consagra-
da en la Constitución. 
98. Cfr. L. MARTÍN-RETORTILLO, El orden público como límite al derecho de libertad reli-
giosa, cit., p. 30s¡ R. SORIANO, Las libertades públicas, cit., p. 88. 
99. Cfr. C. CORRAL, El sistema constitucional y el régimen de acuerdos especificos, en C. 
CORRAL-L. DE ECHEVERRfA, Los Acuerdos entre la Iglesia y España, (Madrid, 1980), p. 107¡ 
J. CALVO ÁLVAREZ, Orden público y factor religioso en la Constitución española, cit., p. 247¡ 
L. PRIETO SANCHfs, El derecho fundamental de libertad religiosa, cit., p. 310. En contta Je 
este criterio, F. MARGIOTIA BROGUO, La protez;ione intemazionale della liberta religiosa nella 
Convenzione europea dei diritti dell'uomo, cit., p. 60, entiende que el Convenio de 4 de No-
viembre de 1950, se refiere a la noción «administrativa» del orden público. Es decir, alor-
den público entendido en sentido estricto, como orden público del derecho de policía, fe-
nómeno material que se refiere a un estado de paz social y que designa la situación 
consiguiente a la ausencia de fenómenos perjudiciales humanos o · naturales. Por su parte, 
J. E. S. FAWCETI, The application of the Europen Conventian on Human Rights, cit., p. 208, 
opina que el término la protección del orden, empleado por el artículo 9, 2 del Convenio 
de 4 de Noviembre de 1950, tiene como finalidad prevenir las alteraciones locales de la 
paz más que el mantenimiento del orden nacional social y político, al cual alude la expre-
sión seguridad pública, utilizada en el mencionado artículo 9, 2. 
100. Cfr. C. CORRAL, La Ley Orgánica española de Libertad Religiosa, en «Revista Espa-
ñola de Derecho Canónico», Enero-Agosto 1981, p. 82¡ J. M. BENEYTO, Artículo 16. Liber-
tad ideológica y religiosa, cit., p. 361. 
101. Cfr. J. CALVO ÁLVAREZ, Orden público y factor religioso en la Constitución española, 
cit., p. 131 y s. 
102. El Tribunal Constitucional ha manifestado, incidentalmente, que el concepto de orden 
público incluye el de seguridad pública. (Sentencia de 8 de Junio de 1982, fundamento jurídi-
co 3, en -Boletín de Jurisprudencia Constitucional., 15, p. s60¡ Sentencia de S de Diciem-
bre de 1984, fundamento jurídico 4, en .Boletín de Jurisprudencia Constitucional. 45, p. S). 
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que nos acabamos de referir. Así, en primer lugar, ha manifestado 
que el «concepto de orden público ha adquirido una nueva dimen~ 
sión a partir de la vigencia de la C.E.» 103, puesto que dicho con~ 
cepto no puede ser el mismo «en un sistema político autocrático que 
en un Estado social y democrático de Derecho» 104. 
En segundo lugar, ha puesto de relieve que esta nueva dimen~ 
sión se manifiesta, básicamente, en que ((el respeto a los derechos 
fundamentales y libertades públicas garantizados por la Constitución 
es un componente esencial del orden público» 105. 
Finalmente ha señalado, como consecuencia lógica de los ante~ 
riores principios, que el orden público no puede ser utilizado para 
vulnerar los derechos fundamentales 106. 
En nuestra opinión, una adecuada comprensión del sentido 
del orden público exige tener en cuenta el significado de la dignidad 
de la persona y de los derechos fundamentales en nuestro ordena~ 
miento jurídico. 
La dignidad de la persona y el libre desarrollo de la personalidad 
son, como proclama el artículo 10, 1 de la Constitución, el fundamen~ 
to de nuestro sistema político, el cual, para conseguir esta finalidad 
suprema que constituye su razón de ser, tiene que reconocer los de~ 
rechos fundamentales inherentes a la persona y facilitar su ejercicio. 
Asimismo, ha senalado, refiriéndose al derecho de manifestación, que el orden público 
se altera cuando se limita injustificadamente el derecho a la libre circulación, siempre que, 
además, .de la conducta de los manifestantes pueda inferirse determinada violencia 'física' 
o, al menos, 'moral' con alcance intimidatorio para terceros». (Sentencia de 29 de Marzo 
de 1990, fundamento jurídico 8, en .Boletín de jurisprudencia Constitucional», J09, p. 
170). 
Por su parte, el Tribunal Supremo ha entendido que el concepto de orden público está 
integrado por el conjunto de .principios jurídicos> públicos y privados, políticos, morales 
y económicos que son absolutamente obligatorios para la conservación del orden social en 
un pueblo y en una época determinada». (Sentencia de 31 de Diciembre de 1979, Conside-
rando tercero, en -Repertorio Aranzadi de jurisprudencia., 1979, n. 4499). Para A. ,EMBID, 
Las libertades en la enseñanza, (Madrid, 1983) p. 303, el concepto de orden público que da 
esta sentencia equivale al conjunto de principios recogidos en la Constitución. 
103. Sentencia de 15 de Abril de 1986, fundamento jurídico 4, en Boletín de jurispru-
dencia Constitucional», 61, p. 544. 
104. Sentencia de 29 de Marzo de 1990, fundamento jurídico 4, en .Boletín de jurispru-
dencia Constitucional_, 109, p. 170. 
105. Sentencia de 13 de Febrero de 1985, fundamento jurídico primero. Citada en la 
nota (41). 
106. Sentencia de 15 de Abril de 1986, fundamento jurídico 4. Citada en la nota (l03). 
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La conseCUClOn de dicha finalidad implica, sin embargo, no 
sólo el reconocimiento de los derechos fundamentales, sino además 
la asunción de los mismos por el ordenamiento jurídico como valo, 
res propios. De esta forma, los derechos fundamentales se institucio' 
nalizan, al convertirse en elementos objetivos del ordenamiento. 
Como ha señalado el Tribunal Constitucional, «los derechos 
fundamentales son derechos subjetivos, derechos de los individuos 
no sólo en cuanto derechos de los ciudadanos en sentido estricto, 
sino en cuanto garantizan un status jurídico o la libertad en un ám, 
bita de la existencia. Pero, al propio tiempo, son elementos esencia' 
les de un ordenamiento objetivo de la comunidad nacional, en 
cuanto ésta se configura como marco de una convivencia humana 
justa y pacífica, plasmada históricamente en el Estado de Derecho 
y, más tarde, en el Estado social de Derecho o el Estado social y 
democrático de Derecho, según la fórmula de nuestra Constitución 
(art. 1, 1)>>107. 
Por otro lado, resulta evidente que, si el ordenamiento jurídi, 
ca tiene como finalidad la consecución de la dignidad de la persona 
y para ello asume como valores propios los derechos fundamentales 
inherentes a la misma, estos derechos no pueden ser ejercitados ni 
para impedir el ejercicio de los de los demás, ni para atentar contra 
el ordenamiento. 
En efecto, impedir a los demás el ejercicio de sus derechos fun, 
damentales no sólo implica un atentado contra la dignidad de la 
persona, sino también contra el ordenamiento jurídico del cual di, 
chos derechos forman parte. 
A su vez, utilizar los derechos fundamentales contra el ordena:'; 
miento jurídico, que los ha asumido como valores propios, supone 
no sólo atentar contra dicho ordenamiento, sino también contra la 
persona al destruir el medio que hace factible la consecución de su 
dignidad y el libre desarrollo de su personalidad. 
El Tribunal Constitucional ha destacado, con toda claridad, 
esta interrelación existente entre los límites de los derechos funda' 
mentales y la tutela del ordenamiento jurídico. Y en este sentido, 
107. Sentencia de 14 de Julio de 1981, fundamento jurídico S, en .Boletín de Jurispru-
dencia Cons1titucional., S, p. 324. 
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ha manifestado que, «la limitación o suspensión de los derechos fun-
damentales en una democracia sólo se justifica en aras de la defensa 
de los propios derechos fundamentales, cuando determinadas accio-
nes, por una parte, limitan o impiden de hecho su ejercicio en cuan-
to derechos subjetivos para la mayoría de los ciudadanos, y por 
otra, ponen en peligro el ordenamiento objetivo de la comunidad 
nacional, es decir, el Estado democrático» 108. Finalmente, es obvio 
que el ordenamiento jurídico no puede ser utilizado como medio pa-
ra vulnerar los derechos fundamentales, no ya por la razón de que 
su misión es precisamente la de protegerlos, sino porque dicha ac-
tuación supondría atentar contra el mismo ordenamiento, al destruir 
las bases sobre las que se asienta. 
Por ello, como prescribe el artículo 51, 1 de la Constitución 
y ha señalado el Tribunal Constitucional, la regulación del ejercicio 
y de los límites de los derechos fundamentales, además de tenerse 
que llevar a cabo por ley, debe respetar su contenido esencial 109. 
Entre los derechos fundamentales y los límites de los mismos 
hay, como ha declarado el Tribunal Constitucional, una interrela-
ción en virtud de la cual se integran en una unidad, puesto que . am-
bos tienen como finalidad la consecución de la dignidad de la per-
sona 110. 
En razón de esta interrelación, el orden público limita a la li-
bertad religiosa, pero, a su vez, la exigencia de protección de esta 
libertad constituye un límite para el orden público, el cual necesaria-
mente tiene que respetar el contenido esencial de la misma 111. 
El orden público cumple, por tanto, una doble función. Por 
una parte, en cuanto límite de la libertad religiosa, protege al orde-
namiento jurídico, impidiendo que el ejercicio de aquélla pueda ser 
utilizado en contra de éste. Pero, por otra parte, el orden público 
108. ,Sentencia de 14 de Julio de 1981, fundamento jurídico 5. Citada en la nota (l07). 
109. Sentencia de 8 de Abril de 1981, fundamento jurídico 10, en .Boletín de Jurispru-
dencia Constitucional., 2, p. 83; sentencia de 15 de Octubre de 1982, fundamnto jurídico 
2, A"en .Boletín de Jurisprudencia Constitucional., 19, p. 919; sentencia de 11 de Diciem-
bre de 1987, fundamentos jurídicos 4, 5 Y 6, en .Boletín de Jurisprudencia Constitucional. 
81, p. 34; sentencia de 27 de Junio de 1990, fundamento jurídico 8, citada en la nota (31). 
110. Sentencia de 12 de Diciembre de 1986, fundamento jurídico sexto, en .Boletín de 
Jurisprudencia Constitucional., 68, p. 1447. 
lU. Cfr. L. PRIETO SANCHls, El derecho fundamental de libertad religiosa, cit., p. 312. 
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supone la protección de la libertad religiosa al tutelar el ordenamien~ 
to jurídico que hace posible su ejercicio. 
Esta doble función que, en último término se resuelve en fa~ 
vor de la consecución de la dignidad de la persona, implica que el 
orden público, según la doctrina del Tribunal Constitucional ante~ 
riormente citada 112, no pueda tener el mismo significado en el Es~ 
tado actual que en el régimen político anterior. 
En efecto, de acuerdo con lo que hemos manifestado y tenien~ 
do en cuenta además que el orden público al que se refiere el artícu~ 
lo 16, 1 de la Constitución es «el protegido por la Ley en el ámbito 
de una sociedad democrática» 113, dicho concepto no puede ya en~ 
tenderse como una cláusula general, habilitadora de poderes indeter~ 
minados, utilizable por la Administración para restringir los dere~ 
chos fundamentales 114. 
Tampoco puede concebirse el orden público en un sentido ex~ 
clusivamente restrictivo, puesto que los límites de los derechos fun~ 
damentales se justifican, según el Tribunal Constitucional, en cuan~ 
to medios de defensa de estos derechos llS. Por todo ello, el orden 
público no puede tener otro significado que el de ser, tal y como 
han señalado la doctrina 116 y el Tribunal Constitucional ll7 , un Íne~ 
dio de defensa y promoción de los derechos fundamentales y de las 
libertades públicas, y, especialmente, de pquellas garantizadas en el 
artículo 16, 1 de la Constitución. 
112 . . Sentencia de 29 de Marzo de 1990, fundamento jurídico 4, citada en la nota (104). 
113. Artículo 3, 1 de la Ley Orgánica de Libertad Religiosa. En relación con los límites 
establecidos a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión, en el artículo 9, 2 
del Convenio de 4 de Noviembre de 1950, entiende C . MORVIDUCCI, La protezione della 
liberta religiosa nel sistema del Consiglio d'Europa, cit., p. 78, que la clave del sistema reside 
en la expresión medidas necesarias en una sociedad democrática, mencionada en dicho artícu-
lo, porque en otro caso los conceptos de orden y moral públicas podrían utilizarse para limi-
tarsensiblemente la libertad de manifestar la propia religión o convicción. 
Sobre el concepto de sociedad democrática en la jurisprudencia del Tribunal Europeo de 
Derecho Humanos, cfr. J. MARTÍNEz-ToRRÓN, El derecho a la libertad religiosa en la juris-
prudencia en tomo al Convenio europeo de Derechos Humanos, cit., p. 461. 
114. Cfr. L. MARTÍN-RETORTlLLO, Notas para la historia de la noción de orden público, 
en L. MARTÍN-RETORTlLLO, Bajo el signo de la Constitución, cit., p. 438 y s. 
115. Sentencia de 14 de Julio de 1981, fundamento jurídico 5, citada en la nota (107). 
116. Cfr. J. CALVO ÁLVAREZ, Orden público y factor religioso en la Constitución española, 
cit., p. 279. 
117. Sentencia de 14 de Julio de 1981, fundamento jurídico 5, citada en la nota (107); 
sentencia de 13 de Febrero de 1985 fundamento jurídico primero, citada en la nota (41). 
